
ORGANIZACIÓN INTERNACIONAL DEL TRABAJO
CONFERENCIA TÉCNICA SOBRE EL SERVICIO PUBLICO

(Ginebra, 7-16 abril de 1975)

CONCLUSIONES

1. La Conferencia, h a b i e n d o
discutido los informes relativos a
los puntos de su orden del día,
preparados por la Oficina, expre-
só la opinión de que debería ser
posible que t o di oís los Estados
miembros ratificasen y aplicasen
plenamente el Convenio sobre la
libertad sindical y la protección
del derecho de sindicación (1948,
núm. 87) y el Convenio sobre el
derecho de sindicación y de ne-
gociación colectiva (1949, núme-
ro 98), y convino en que debería
instarse a aquellos Estados miem-
bros que todavía no hayan rati-
ficado dichos Convenios a que lo
hagan.

2. El Convenio número 87 se
aplica integralmente a los emplea-
dos del servicio público, excepto
en cuanto a que deja que la apli-
cación de sus disposiciones a la
policía y a las fuerzas armadas
sea determinada por leyes o regla-
mentos nacionales. La Conferencia
estimó que debería alentarse a los
países miembros a que estudien la
aplicación de los principios que
figuran en el Convenio número 87
a la policía y a las fuerzas arma-
das, de manera apropiada a sus
especiales circunstancias.

3. La Conferencia observó que
el Convenio número 98 se aplica
a los trabajadores en general, in-
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cluidos los del servicio público, ex-
cepto que el grado de aplicación
a la policía y a las fuerzas arma-
das se deja a la legislación nacio-
nal de cada Estado y que no trata
de la situación de los funcionarios
públicos en la Administración del
Estado. Han surgido dificultades
de interpretación y, como los ór-
ganos de control de la OIT han
puesto de relieve en diversas oca-
siones, algunos gobiernos han apli-
cado las disposiciones pertinentes
del Convenio número 98 de un
modo que excluye a amplios gru-
pos de empleados del servicio pú-
blico del campo de aplicación de
este Convenio.

4. Habiendo observado la ex-
pansión de las actividades del ser-
vicio público en muchos países y
la aceptación cada vez mayor de
los principios consagrados en los
Convenios números 87 y 98, como
base para desarrollar las relacio-
nes de trabajo en esta esfera-, y

5. Recordando y reafirmando la
resolución de la primera reunión
de la Comisión Paritaria del Servi-
cio, por la que se invitó al Consejo
de Administración a que aplicara
procedimientos que condujesen, de
ser posible, a la adopción de un
instrumento internacional adecua-

do sobre los temas que figuran en
el orden del día de la Conferencia
Técnica.

6. La Conferencia adoptó la si-
guiente resolución:

7. Se invita al Consejo de Ad-
ministración de la OIT a que es-
tudie la inclusión en el orden del
día de una próxima reunión de
la Conferencia Internacional del
Trabajo, de un punto sobre los
temas que figuran en el orden del
día de la Conferencia Técnica, que
tendría por objeto adoptar un ins-
trumento internacional adecuado,
basado en el esquema preliminar
que ha merecido el apoyo de la
Conferencia Técnica. La Conferen-
cia abriga la esperanza de que el
informe que sobre la legislación
y la práctica se someterá al Con-
sejo de Administración y a la Con-
ferencia Internacional del Trabajo
incluirá una aclaración sobre el
alcance de los términos «servicio
público» y «funcionarios públicos».
La Conferencia pide además al
Consejo de Administración de la
OIT que encargue al director ge-
neral que emprenda un estudio so-
bre la situación de los derechos
sindicales en el servicio público,
comparado con la situación rei-
nante en el sector privado.

Esquema preliminar de un posible instrumento
internacional sobre el servicio público

PRINCIPIOS GENERALES

1. El Convenio sobre la libertad
sindical y la protección del dere-
cho de sindicación (1948, núm. 87)
se aplica a todos los funcionarios
públicos, a reserva de que las le-

yes y reglamentos nacionales de-
terminen el grado en que las ga-
rantías estipuladas en el Convenio
se aplicarán a la policía y a las
fuerzas armadas.

2. El Convenio sobre el derecho
de sindicación y de negociación
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colectiva (1949, núm. 98) no trata
de la situación de los funcionarios
públicos en la Administración del
Estado y deja que su grado de
aplicación a la policía y a las fuer-
zas armadas sea incumbencia de
los distintos Estados.

3. Si bien la Recomendación so-
bre los contratos colectivos (1951,
núm. 91) y la Recomendación so-
bre la conciliación y el arbitraje
voluntarios (1951, núm. 92) no ex-
cluyen de su campo de aplicación
a ninguna categoría de trabajado-
res, no tienen en cuenta ciertos
problemas especiales que se plan-
tean en el servicio público.

ÁMBITO DE APLICACIÓN
DEL INSTRUMENTO

4. El instrumento debería tra-
tar de la situación de todos los
funcionarios públicos, reconocién-
dose, empero, que las leyes o re-
glamentos nacionales deberían de-
terminar el grado de aplicación
de cualesquiera garantías previs-
tas en el instrumento a las fuer-
zas armadas y a ^a, policía.

piedad del Estado y diversos tipos
de organismos públicos autónomos
o semiautónomos).

6. A efectos de cualquier ins-
trumento, debería entenderse por
«organización de funcionarios pú-
blicos» cualquier organización de
personas empleadas por una auto-
ridad pública para fomentar y
defender los intereses de tales per-
sonas, incluida cualquier organi-
zación cuyos miembros fuesen fun-
cionarios públicos, junto con otras
categorías de trabajadores.

PROCEDIMIENTOS PARA
EL RECONOCIMIENTO

7. En los países donde existen
procedimientos de reconocimiento,
éstos no deberían ir en detrimento
de la libre constitución de organi-
zaciones de funcionarios públicos,
aparte de establecer que la orga-
nización que solicite su reconoci-
miento tenga carácter representa-
tivo y duradero y esté sujeta a las
disposiciones nacionales destina-
das a evitar la proliferación de
organizaciones que abarcan las
mismas categorías de trabajadores.

DEFINICIONES

5. Debería examinarse cuidado-
samente la definición, expresa o
tácita, a efectos de cualquier ins-
trumento, del término «funciona-
rios públicos» —yt por consiguien-
te, del término «autoridad públi-
ca—, habida cuenta de la gran
diversidad de prácticas entre los
Estados miembros (por ejemplo,
con relación a las funciones res-
pectivas del gobierno central y lo-
cal; autoridades federales, estata-
les y provinciales; empresas pro-

PROTECCIÓN DEL DERECHO
DE SINDICACIÓN

8. 1) Los funcionarios públicos
deberían gozar de adecuada pro-
tección contra actos de discrimi-
nación antisindical en relación con
su empleo.

2) Dicha protección d e b e r í a
aplicarse más especialmente con
respecto a actos encaminados a:

a) hacer que el empleo de un
funcionario público dependa
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de la condición de que no
se afilie o a la de dejar de
ser miembro de una organi-
zación de funcionarios pú-
blicos;

b) despedir a un funcionario
público o s a n c i o n a r l e en
cualquier otra forma a cau-
sa de su afiliación a una
organización de funcionarios
públicos o de su participa-
ción en actividades normales
de dicha organización.

9. 1) Debería permitirse a las
organizaciones de funcionarios pú-
blicos que gozasen de completa in-
dependencia respecto de las au-
toridades públicas que emplean a
los funcionarios públicos a quie-
nes organizan. Deberían disfru-
tar en especial de libertad ante
todo acto de interferencia de la
autoridad pública en el estableci-
miento, funcionamiento o adminis-
tración de dichas organizaciones,
que limitaran o impidieran el-ejer-
cicio legal de sus derechos.

2) Se consideran actos de inter-
ferencia los destinados a fomen-
tar la constitución de organizacio-
nes de funcionarios públicos domi-
nadas por la autoridad pública o
a sostener económicamente o por
otro medio organizaciones de fun-
cionarios públicos, con objeto de
poner estas organizaciones bajo el
control de la autoridad pública.

10. Deberían concederse las fa-
cilidades adecuadas a las organi-
zaciones de funcionarios públicos
para permitir que sus representan-
tes desempeñen debidamente sus
responsabilidades sindicales duran-
te las horas de trabajo o fuera

de ellas. La naturaleza y alcance
de estas facilidades debería ser,
en general, materia de negociación
entre las autoridades empleadoras
y las organizaciones de funciona-
rios públicos, o determinarse de
otro modo a través de las medidas
que sean adecuadas.

DETERMINACIÓN

DE LAS CONDICIONES DE EMPLEO

11. Deberían tomarse medidas
adecuadas a las condiciones nacio-
nales cuando fuere necesario para
estimular y fomentar el pleno des-
arrollo y uso de procedimientos de
negociación voluntaria entre las
autoridades públicas competentes
y las organizaciones de funciona-
rios públicos, referentes a los tér-
minos y condiciones de empleo o
cualesquiera otros métodos que
permitan a los funcionarios públi-
cos participar en la formulación
de decisiones sobre estas materias.

12. i) En el caso de acuerdos
formales, el período d u r a n t e el
cual los mismos d e b e r á n tener
aplicación debería ser normalmen-
te especificado, conjuntamente con
los procedimientos para la reanu-
dación y renovación de aquéllos.

ii) Los procedimientos para dar
efecto a los términos y condicio-
nes estipulados de empleo, y para
determinar los órganos o perso-
nas competentes para negociar en
representación de la au to r idad
pública o para fijar de otra for-
ma los términos y condiciones, de-
berían ser determinados por leyes
nacionales o reglamentos, o por
otros medios apropiados.



273 Documentación.

SOLUCIÓN DE CONFLICTOS

13. El instrumento debería pre-
ver que la solución de conflictos
a que den lugar los términos y
las condiciones de empleo debería
obtenerse de tal modo que ello
fuese adecuado a las condiciones
nacionales, por medio de la nego-
ciación entre las partes o median-
te un procedimiento independiente
e imparcial establecido de común
acuerdo, tal como la mediación,
la conciliación y el arbitraje vo-
luntario, con miras a hacer inne-

cesario que las organizaciones de
funcionarios públicos tengan que
r e c u r r i r a otras medidas como
aquellas a las que normalmente:
pueden r e c u r r i r las organizacio-
nes de otros trabajadores en de-
fensa de sus legítimos intereses.

14. El instrumento debería pre-
ver que los funcionarios públicos-
deberían tener los mismos dere-
chos c ivi les y políticos que los
demás ciudadanos, a reserva sola-
mente de las obligaciones que se
deriven de su estatuto y del ca-
rácter de sus funciones.
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